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INFORME ACERCA DEL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO SOBRE EL CONTRATO DE TRANSPORTE Y LA RESPONSABILIDAD CIVIL DEL PORTEADOR EN EL TRANSPORTE INTERNACIONAL DE MERCANCIAS POR CARRETERA”, SUSCRITO ENTRE LOS GOBIERNOS DE BOLIVIA, BRASIL, CHILE, PARAGUAY, PERU Y URUGUAY, EL 16 DE AGOSTO DE 1995, EN MONTEVIDEO, URUGUAY.



HONORABLE CÁMARA:



	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado denominado “Acuerdo sobre el Contrato de Transporte y la Responsabilidad Civil del Porteador en el Transporte Internacional de Mercancías por Carretera”, suscrito el 16 de agosto de 1995, en Montevideo, Uruguay, por los plenipotenciarios de Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay, Perú y Uruguay, al amparo del Tratado de Montevideo 1980, constitutivo de la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio.



I.- ANTECEDENTES GENERALES.



	1.- Al tenor del mensaje de S.E. el Presidente de la República, este Acuerdo internacional tiene por propósito fundamental establecer un adecuado marco jurídico para regular los derechos y obligaciones de las partes participantes en un contrato de transporte internacional de mercancías por carretera, definiendo claramente la formalización y ejecución del mismo, compatibilizando así los legítimos intereses de éstas y favoreciendo de este modo un mejor desarrollo del intercambio comercial y del proceso de integración regional.



	2.- Por su parte, en el preámbulo del Acuerdo, los Gobiernos de los países signatarios de éste, dejan constancia de su voluntad de armonizar las condiciones que rigen dicho contrato y la responsabilidad del porteador.



	3.-  Según lo informado a vuestra Comisión por el Coordinador de Asuntos Internacionales de la Subsecretaría de Transportes, señor Eric Petri, este Acuerdo internacional ofrece un marco legal que permite limitar clara e inequívocamente la responsabilidad civil y el monto de eventuales indemnizaciones ante riesgos especiales inherentes a la actividad, como son los eventuales robos de camiones y/o de la mercancía transportada, lo que tiene especial importancia para los transportistas internacionales chilenos.



II.- RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL ACUERDO INTERNACIONAL.



	Este instrumento, consta de 32 artículos, los que empiezan por definir diversas expresiones propias del contrato de transporte internacional de mercancías por medios terrestres y precisar su ámbito material de aplicación (artículos 1 y 2); en seguida regulan la formalización y ejecución del contrato de transporte por carretera (artículos 3 a 14) y la responsabilidad civil del porteador por carretera (artículos 15 a 25), y, terminan con las cláusulas finales propias de todo tratado multilateral, tales como las relativas a su vigencia, duración, adhesión, evaluación, revisión y denuncia.

	Antes de entrar al análisis del articulado, se deja constancia que el Ministerio de Relaciones Exteriores ha reemplazado la página 8 del Acuerdo internacional sometido a la consideración de la H. Cámara, porque ella presenta un error de impresión consistente en que a las primeras palabras del margen izquierdo les falta su letra inicial, lo que, no obstante no impide comprender el sentido y alcance de la norma; se ha considerado indispensable resolver antes que la H. Corporación adopte sus decisiones constitucionales respecto del proyecto de acuerdo.



A) Definiciones y ámbito de aplicación del Acuerdo.

	Para los efectos del Acuerdo se definen el alcance del contrato de transporte internacional por carretera; de la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, y de los términos mercancías, porteador, remitente, consignatario y destinatario.

	El  "Contrato de Transporte Internacional por Carretera", para los efectos de este Acuerdo es aquel en virtud del cual el porteador se obliga, contra el pago de un flete, a ejecutar o hacer un transporte de mercancías desde el territorio de un Estado al territorio de otro, utilizando vehículos de transporte por carretera en todo o parte del recorrido (letra a) del Nº 1 del artículo 1).



	La “Carta de Porte o Conocimiento de Transporte” es el documento que emite el porteador acreditando que ha tomado a su cargo las mercancías para su entrega según lo convenido (letra g) del artículo 1).

	El ámbito de aplicación de este instrumento comprenderá a todo contrato del tipo ya definido, siempre que el porteador reciba las mercancías bajo su custodia, esté situado en un país signatario y, el lugar de entrega se encuentre en otro país signatario; también comprenderá  a los que celebren instituciones, organismos, sociedades o empresas de transporte cuya propiedad en todo o en parte pertenezca a un país signatario (Nºs. 1 y 2 del artículo 2).

	En todo caso, el Acuerdo no se aplicará a las operaciones de transporte que se rijan por Convenios Postales Internacionales (Nº 3 del artículo 2).

B) Principales normas sobre la formalización y ejecución del contrato de transporte

    por carretera.

	En primer lugar, se determina el valor probatorio de la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, señalando que este documento hace fe de la existencia de un contrato de transporte y, salvo prueba en contrario, da fe de las condiciones del contrato, de las indicaciones necesarias para su ejecución y de la recepción de las mercancías por el porteador (artículo 3).

	En seguida, se regulan las materias siguientes:

	1) Los datos mínimos que debe contener dicha Carta o Conocimiento (artículo 5);

	2) La responsabilidad del remitente por todos los gastos y perjuicios que sufra el porteador por causa de inexactitud o insuficiencia en los datos mínimos que consigne en la Carta y por los daños a personas, al material o a otras mercancías, así como por los gastos causados por defectos en el embalaje de las mercancías (artículos 6 y 8);

	3) Las obligaciones del porteador a partir del momento en que se hace cargo de las mercancías, entre ellas las de revisar la exactitud de los datos de la Carta o Conocimiento relativos al número de bultos y el estado aparente de las mercancías y de su embalaje (artículo 7);

	4) La obligación del remitente de adjuntar a la Carta o Conocimiento los documentos que se requieran o de suministran las informaciones necesarias para cumplir con las formalidades de aduana (artículo 9);

	5) El derecho de disposición de las mercancías del remitente o del destinatario, según los casos, y su ejercicio (artículos 10, 11 y 12);

	6) El derecho del porteador a exigir el pago de los gastos que le ocasiones su petición de instrucciones o de los que impliquen el ejecución de las instrucciones recibidas en casos en que el contrato resulte irrealizable en las condiciones previstas en la Carta o Conocimiento, a menos que ellos sean causados por su culpa (Nº 1 del artículo 14).

	7) La facultad del porteador para proceder a la venta de las mercancías sin esperar instrucciones de quien tiene derechos a ellas, si así lo justifican la naturaleza perecedera o el estado de ellas y si los gastos de custodia son excesivos en relación a su valor (Nº 3 del artículo 14).

C) Principales normas que regulan la responsabilidad del porteador por carretera.

	El porteador es responsable de las mercancías desde el momento en que ellas queden bajo su custodia hasta el momento de su entrega, entendiéndose que están bajo su custodia desde el momento que las haya recibido del remitente o de cualquier tercero, inclusive de una autoridad en cuya custodia o control estén, y se entenderá que las ha entregado cuando hayan sido recibidas por el consignatario en el lugar convenido (artículo 15).



	Además se establecen normas sobre causales de responsabilidad del porteador, circunstancias eximentes, limitaciones de responsabilidad, presunciones de recepción en buen estado de las mercancías y recursos judiciales relacionados con el contrato de transporte internacional por carretera.

	1) Las causales de responsabilidad del porteador son la pérdida total o parcial de las mercancías y las averías experimentadas por éstas, así como la demora en su entrega, si estos eventos se producen mientras las mercancías se encuentran a su cargo. El porteador también será responsable por los hechos y omisiones de sus agentes y dependientes y de aquellos imputables a los terceros cuyos servicios utilice para realizar el transporte (artículo 16).

	2) El porteador no será responsable de los riesgos de pérdida, avería o demora cuando sean inherentes a las circunstancias que se señalan en el artículo 17, entre las que se contemplan, el vicio propio de las mercancías, las acciones de guerra, conmoción civil o actos de terrorismo, huelgas, paros patronales (lock-outs), paros, o interrupción o suspensión parcial o total del trabajo, fuera del control del porteador, caso fortuito o fuerza mayor, defecto o insuficiencia de embalaje que no sea manifiesto, o insuficiencia o imperfección de las marcas o de las rotulaciones.

	3) La responsabilidad del porteador por la pérdida total o parcial no podrá exceder el límite máximo de tres dólares de los Estados Unidos de América por kilogramo de peso bruto transportado, sin perjuicio que el remitente sustituya el límite pagando por tal concepto un precio adicional.

	En el caso de la demora, la responsabilidad no podrá ser superior al precio del flete de las mercancías objeto de la demora, y en el caso de la avería, el porteador pagará al legítimo detentor del derecho sobre la mercancía la indemnización que corresponda según los procedimientos de cálculo que el Acuerdo contempla (artículos 18, 19 y 20).

	Estas causales eximentes y los límites de responsabilidad no podrán ser invocadas si se prueba que la pérdida, avería o demora se deben a hechos u omisiones dolosas o culpables del porteador (artículo 21).

	Se presume que las mercancías han sido recibidas en buen estado, a menos que el consignatario notifique por escrito al porteador la pérdida o avería, especificando su naturaleza general, en el momento de la entrega, cuando la pérdida o avería sea manifiesta o aparente. En los demás casos regirá lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales.

	No habrá lugar al pago de indemnización por demora en la entrega a menos que se haya notificado el hecho por escrito al porteador dentro de 30 días consecutivos a contar del día en que las mercancías fueron entregadas al consignatario (artículo 23).

	Las acciones judiciales relacionadas con el contrato de transporte internacional de mercancías por carretera podrán deducirse ante el Tribunal que las Partes convengan o, a falta de acuerdo, ante cualquier Tribunal que resulte competente según las reglas de competencia que consigna el Acuerdo. Las sentencias basadas en autoridad de cosa juzgada, podrán hacerse cumplir o ejecutar dentro o fuera del territorio en que tenga su asiento el Tribunal. Estas acciones prescribirán en un año, contado desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible (artículos 24 y 25).

D) Las cláusulas finales del Acuerdo internacional.

	Vigencia: se producirá 30 días después que tres países signatarios notifiquen a la Secretaría General de ALADI su aprobación interna (Nº 1 de artículo 26).

	Duración: este Acuerdo durará cinco años, prorrogables automáticamente por períodos iguales (Nº  2 de artículo 26).

	Adhesión: el Acuerdo queda abierto a la adhesión de los países miembros de ALADI (artículo 27).

	Evaluación y revisión: este instrumento será evaluado y revisado anualmente (artículo 28).

	Denuncia: podrá ser denunciado por cualquiera de los países Partes, transcurridos dos años de su vigencia (artículo 29).

	Cumplimiento de las disposiciones aduaneras, sanitarias u otras aplicables en cada país: queda salvaguardada (artículo 31).

	Depositario: la Secretaría General de ALADI.

III.- DECISIONES DE LA COMISIÓN.

	A) Personas escuchas por la Comisión.

	Vuestra Comisión escuchó al Subsecretario de Transportes, señor Patricio Tombolini; al Coordinador de Asuntos Internacionales de la misma Subsecretaría, señor Eric Petri; al Asesor de la Asociación Gremial de Empresarios del Transporte Internacional de Carga por Carretera de Chile (AGETICH), señor Alberto Atucha Cuiñas, y al Director de la misma entidad gremial, señor Marcelo Dupré Diez, quienes coincidieron en opinar favorablemente a la aprobación de este Acuerdo internacional.

	El señor Alberto Atucha expresó que la principal bondad de este instrumento es establecer un límite a la responsabilidad civil de los transportistas, que no existe actualmente en el transporte terrestre y menos en el Mercosur. Afirmó que este es un tema relevante para la actividad del transporte internacional por el valor creciente de las mercancías que se transportan por vía terrestre. Precisó que es una situación que va mezclada con seguros y otras convenciones sobre límites de responsabilidad civil que amortiguan el tema. Señaló que el problema es que los transportistas tienen un gran movimiento y no es fácil que contractualmente fijen límites de responsabilidad. Por lo anterior, estimó que este instrumento es útil y asimila a Chile con el régimen imperante en el Mercosur. 



	El señor Marcelo Dupré, recalcó que el límite de la responsabilidad civil es un factor muy importante, dado que este medio de transporte presenta riesgos que lo dejan en desventaja con otros sectores.



	El señor Alberto Atucha, respondiendo consultas de los señores diputados, informó que el promedio del valor de una carga transportada al extranjero es de 50.000 dólares por camión y que el valor de los dos últimos años ha ido incrementándose. A modo de ejemplo relató que hace un tiempo un camión, que transportaba una caldera fabricada en Chile hacia Argentina, con un valor de 500.000 dólares, fue asaltado y la carga robada. El transportista ignoraba el valor real de esta carga y fue demandado, lo cual le significó ir a la quiebra, caso en el cual, si hubiera estado vigente este Acuerdo, el transportista del caso sólo hubiera perdido un camión y no toda su empresa, porque fue demandado por el total.



	Añadió que este Acuerdo es inteligente, que se acerca a las normas imperantes en el ámbito de la responsabilidad civil en el transporte aéreo y marítimo, áreas que tienen mayor desarrollo y experiencia.



	Respecto de la definición del caso fortuito o fuerza mayor como causal eximente de responsabilidad del transportista, señaló que ella es prácticamente la misma en todos los países involucrados en este Acuerdo, y que, en definitiva, serán los tribunales los que decidirán si se dio o no fuerza mayor en una situación específica, como sería el caso de imprevistos climáticos en el transporte internacional por las carreteras internacionales chilenas en períodos de invierno. Hizo ver, en todo caso, que nuestro Código de Comercio elimina las excepciones de responsabilidad cuando el transportista ha actuado temerariamente.



	B) Aprobación del proyecto de acuerdo.



	Por lo expuesto, más lo que os podrá agregar el señor Diputado informante, la Comisión acordó por unanimidad recomendaros la aprobación del Acuerdo internacional sometido vuestra consideración, para lo cual os propone adoptar el artículo único, con modificaciones formales de menor entidad, que se salvan con el texto que os sugiere a continuación:



	“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo sobre el Contrato de Transporte y la Responsabilidad Civil del Porteador en el Transporte Internacional de Mercancías por Carretera”, adoptado en Montevideo, Uruguay, el 16 de agosto de 1995, por la República de Bolivia, la República Federativa del Brasil, la República de Chile, la República del Paraguay, la República del Perú y la República Oriental del Uruguay.”.



	C) Menciones reglamentaria.



	Para los efectos pertinentes se os hace constar que este Acuerdo internacional no contiene normas de rango orgánico constitucional ni de quórum calificado. Tampoco de aquellas que deban ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda.



	D) Designación de Diputado informante.



	Esta nominación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado Longton, don Arturo.



	Discutido y despachado en sesiones del 3 y 10 de octubre de 2000, con asistencia de los señores Diputados Palma Irarrázaval, don Joaquín (Presidente de la Comisión); Allende Bussi, doña Isabel; Alessandri Valdés, don Gustavo; Jarpa Webar, don Carlos Abel; Kuschel Silva, don Carlos Ignacio; Leay Morán, don Cristián; Longton Guerrero, don Arturo; Masferrer Pellizzari, don Juan; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo, y Urrutia Cárdenas, don Salvador.



	SALA DE LA COMISIÓN, a 10 de octubre de 2000.











	FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,

	Abogado Secretario de la Comisión.
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